FUNDAMENTOS

La vejez es un extenso período que transcurre entre el momento en que el individuo deja el proceso productivo y el de su muerte. Es un  proceso que se inicia junto con la vida, proceso de envejecimiento que forma parte del propio devenir. A pesar de ser una etapa mas dentro del proceso evolutivo del hombre, asume en la actualidad y desde hace varias décadas una creciente desvalorización. 


Un ejemplo de esto lo constituye el hecho de que se evita la utilización de la palabra “viejo”, asumiendo la misma un carácter despectivo; y en su lugar se prefiere utilizar, entre otras, palabras tales como “abuelo”, la cual considera sólo una dimensión de las personas, recortando el costado reproductivo de las mismas. 

Existe desde hace varias décadas una actitud social muy extendida de desconsideración hacia la vejez, que trata de segregarla utilizando diversos prejuicios; se la ve como una situación muy vecina a la muerte, se la asocia a la decadencia obligada, a la desvitalización; actitudes que algunos autores las denominan con el concepto de viejismo. Pero lamentablemente estos prejuicios se encuentran sustentados en prácticas concretas que determinan la situación real en que viven los viejos en nuestro país. Constituyen el segmento mas frágil de nuestra sociedad, gran parte vive por debajo de la línea de pobreza e indigencia, no son objeto de políticas públicas inclusivas, así como tampoco se les reconoce el aporte que han hecho a la sociedad a lo largo de sus vidas.

Las magras jubilaciones que reciben dan cuenta de la desconsideración mencionada hacia los viejos en nuestro país, cobran un haber paupérrimo y congelado a partir de la Ley de Solidaridad Previsional (24.463) impulsada por Domingo Cavallo durante la presidencia de Menem. Dicha ley, modificó diversos aspectos de la ley 24.241, siendo uno de los principales la eliminación de la movilidad de los haberes como proporción del salario del activo; es decir, que derogó el 82% móvil de las jubilaciones de un sector de los empleados públicos.

El Anses al respecto menciona que, “con respecto a la movilidad de los haberes de las prestaciones del Régimen de reparto, la Ley 24.241, disponía que se efectuaba en función de las variaciones entre dos estimaciones consecutivas del AMPO o MOPRE, no pudiendo ello importar una disminución en términos nominales del haber. Esto fue modificado por la norma que se analiza, que prescribe que dichas prestaciones tendrán la movilidad que anualmente determina la Ley de Presupuesto. Aclarando además que en ningún caso esta movilidad podrá consistir en una determinada proporción entre el haber de retiro y las remuneraciones de los activos”.

A partir de esta situación, los jubilados se encuentran aun más perjudicados, al congelamiento de sus haberes le sigue la inflación de los últimos años y el consiguiente aumento del costo de vida, disminuyendo notablemente el poder adquisitivo de dicho sector. De esta forma, pasan a ser despojados hacia la asistencia, desdibujándose el carácter de derecho de la jubilación; los jubilados no son beneficiarios de una dádiva otorgada por el Estado, sino que al reclamar por el reestablemecimiento “ya” del 82% móvil en sus haberes están reclamando por el pleno ejercicio de sus derechos constitucionales.

En este sentido, no hay mejores argumentos que los planteados por los protagonistas de este conflicto, los jubilados, en un petitorio: “...es de estricta justicia pretender, con la urgencia que el caso requiere, manteniendo el principio de solidaridad, recrear el sistema de movilidad que permita nuevamente a los jubilados tener un nivel de vida digno y proporcional al de los trabajadores activos... no se puede hacer pagar las crisis sobre aquellos que cumplieron aportando toda su vida en el convencimiento que gozarían de haberes jubilatorios sustentables”.

Por todo lo expuesto, y considerando como antecedentes fallos de la Corte Suprema de Justicia a favor de los reclamos de los jubilados, es que solicito a los señores legisladores me acompañen en el presente proyecto, el que permitirá darle un premio a nuestros viejos por haber trabajado tanto por esta sociedad, perimitiéndoles tener una vida digna.
PROYECTO DE DECLARACION

La Honorable Cámara de Diputados de la Provincia de Buenos Aires

DECLARA

Que vería con agrado que el Poder Ejecutivo provincial se dirija al Poder Ejecutivo Nacional, a fin de solicitarle que, a través de los organismos correspondientes, tome medidas que contemplen la reincorporación del 82% móvil en los haberes jubilatorios.
